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El rol del Estado frente  
a la violencia hacia niños,  
niñas y adolescentes 

La protección integral de derechos incluye reconocer y comprender la exis-
tencia del fenómeno de la violencia institucional, entendida como aquella 
que es ejercida por el mismo Estado en contra de las personas, específi-
camente niños, niñas y adolescentes. Lo anterior es de relevancia, pues la 
ausencia de tratamiento jurídico y político a estos asuntos, promueve la 
impunidad, debilitando la justicia, la convivencia democrática y la institu-
cionalidad de derechos humanos.

El Estado debe reconocer y abordar las condiciones y acciones que gene-
ran la violencia, acogiendo una perspectiva sistémica de este fenómeno, 
comprendiéndose como parte de dichas condiciones, para que desde esa 
posición pueda responsabilizarse en lo que le corresponda, y junto con ello 
también reconocerse incluso como posible ejecutor de la violencia directa en 
contra de niños, niñas y adolescentes.

En este sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño señala, en su 
artículo 19, el derecho de todo niño, niña y adolescente a estar protegido 
de todo perjuicio, abuso, descuido, malos tratos, explotación, entre otras 
formas de violencia, indicando específicamente que:

Los Estados partes adoptarán todas las medidas legislativas, adminis-
trativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra 
toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negli-
gente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el 
niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante 
legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo1.

1  Convención sobre los Derechos del Niño. Artículo 19. 
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La Observación General N° 13 del Comité de los Derechos del Niño, sobre el 
derecho a no ser objeto de ninguna forma de violencia2, considera en sus 
supuestos y observaciones fundamentales que la violencia contra los niños, 
niñas y adolescentes jamás es justificable y que toda violencia se puede pre-
venir. En ese sentido, debe considerarse la relación recíproca que tiene el 
artículo 19 con el artículo 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño, 
donde se reconoce el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para 
su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social3, condición y resultado 
para una vida libre de violencia.

Las obligaciones del Estado son amplias en estas materias, como lo indica la 
misma Observación General N° 13:

(…) prohibir, prevenir y combatir toda forma de perjuicio o abuso físico 
o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación del 
niño, incluido el abuso sexual, mientras éste se encuentre bajo la custo-
dia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona 
que lo tenga a su cargo, entre ellos los agentes estatales4.

Además, se identifica el ejercicio de las obligaciones del Estado en diversos 
espacios, más allá de los contextos familiares, como:

(…) escuelas, guarderías, hogares y residencias, locales de custodia po-
licial o instituciones judiciales, (donde) los niños son víctimas de actos 
de violencia intensa y generalizada, que pueden llegar hasta la tortura 
y el asesinato, por parte de agentes estatales, y (que el comité es cons-
ciente) de que los grupos armados y el ejército usan frecuentemente la 
violencia contra los niños5.

En consecuencia, resulta necesario que el Estado, en una concepción am-
plia de protección integral contra la violencia, identifique y actúe ante 
aquellas prácticas violentas en las que se vean involucrados sus agentes 
y/o las y los funcionarios públicos directos o colaboradoras y/o colabora-
dores, ya que el no reconocimiento o la inadecuada atención de este fenóme-
no, favorece en los grupos sociales la sensación de impunidad y abandono de 
las responsabilidades que el Estado tiene como garante principal.

2  Comité de los Derechos del Niño. 2011. Observación General N° 13. Derecho del niño a no ser objeto de 
ninguna forma de violencia. 
3  Comité de los Derechos del Niño. 2011. Observación General N° 13. Derecho del niño a no ser objeto de 
ninguna forma de violencia. Párrafo 11, letra d).
4  Comité de los Derechos del Niño. 2011. Observación General N° 13. Derecho del niño a no ser objeto de 
ninguna forma de violencia. Párrafo 11, letra a).
5  Comité de los Derechos del Niño. 2011. Observación General N° 13. Derecho del niño a no ser objeto de 
ninguna forma de violencia. Párrafo 11, letra d).
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Normativa nacional: escasa mención de 
la violencia institucional en contra de 
niños, niñas y adolescentes 

Las principales menciones sobre violencia institucional6 por parte del Estado, 
como la prohibición de la tortura, pena o trato cruel, inhumano o degradan-
te, se encuentran estipuladas tanto en la Declaración Universal de Derechos 
humanos (artículo 5), en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(artículo 7), así como en el Protocolo Facultativo de la Convención Contra la 
Tortura, y en Chile, desde el 2019, se incorporan en la Ley N° 21.1547, que ade-
más instruye la conformación del Comité de Prevención Contra la Tortura. 

6  No se mencionan otros tipos de violencia institucional como asesinatos o desapariciones por parte del 
Estado, ya que la temática en que se focaliza esta nota temática se relaciona con la posibilidad de abordaje 
con víctimas conocidas vivas, no desconociendo la importancia de considerar el proceso de justicia y repa-
ración que se debe con familiares y comunidades en estos casos. 
7  Ley que designa al Instituto Nacional de Derechos Humanos como el mecanismo nacional de prevención 
contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.

Estado de la normativa y 
necesidad de abordaje de la 
violencia institucional 
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Respecto de la normativa nacional, existe solo una mención respecto de 
violencia institucional en la norma penal que tipifica el delito de apremios 
ilegítimos, contenida en el artículo 150 D8, inciso primero del Código Penal.

Por otra parte, ni el Plan Nacional de Derechos Humanos 2018-20219, ni el 
Plan de Acción Nacional de Niñez y Adolescencia 2018-202510, tienen alusio-
nes a la violencia institucional en contra de niños, niñas y adolescentes en 
sus acciones. Esta ausencia de mención de la violencia de Estado demuestra 
la invisibilización de este fenómeno en los planes, negación que impide pro-
teger adecuadamente el ejercicio del derecho a una vida libre de violencia.

La Ley de Garantías tampoco alude a esta expresión de manera explícita; sin 
embargo, podría entenderse incluida en su artículo 2 letra g), respecto a las 
obligaciones de los órganos de la administración del Estado en la protección, 
reparación y restitución de derechos, o lo señalado en su artículo 36, en el que 
se regula el derecho a la protección contra la violencia.

De este modo, se constata que existe mención normativa respecto de las 
graves prácticas de violencia institucional referidas a las torturas y apremios 
ilegítimos, especialmente si son realizadas por las policías y fuerzas armadas; 
sin embargo, esta legislación es aplicable de forma genérica también para 
niños, niñas y adolescentes, a pesar de ser un grupo de especial protección.

En este sentido, se considera que la existencia de una categoría específica 
de violencia institucional11, para el caso de niños, niñas y adolescentes, po-
dría ayudar a la comprensión del fenómeno y en la generación del soporte 
especializado para el diseño e implementación de estrategias, tanto en lo 
reparatorio como en lo preventivo. Además, podría impactar en otros aspec-
tos relacionados y que son importantes de abordar en esta materia, a saber: 

1.	 Los hechos de violencia pueden ser de responsabilidad personal (de 
funcionarios y funcionarias), pero el carácter que sustenta tales prác-
ticas es sistémico y estructural, por tanto, se debe intervenir también 
en la organización y la dinámica de las instituciones públicas que han 
incurrido en prácticas violentas.  

8  “El empleado público que, abusando de su cargo o sus funciones, aplicare, ordenare o consintiere en que 
se apliquen apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, que no alcancen a cons-
tituir tortura, será castigado con las penas de presidio menor en sus grados medio a máximo y la accesoria 
correspondiente. Igual sanción se impondrá al empleado público que, conociendo de la ocurrencia de estas 
conductas, no impidiere o no hiciere cesar la aplicación de los apremios o de los otros tratos, teniendo la 
facultad o autoridad necesaria para ello o estando en posición para hacerlo. Si la conducta descrita en el 
inciso precedente se cometiere en contra de una persona menor de edad o en situación de vulnerabilidad 
por discapacidad, enfermedad o vejez; o en contra de una persona que se encuentre bajo el cuidado, cus-
todia o control del empleado público, la pena se aumentará en un grado”.
9  Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. 2018. Plan Nacional de Derechos Humanos 2018–2021. Sec-
ción niños, niñas y adolescentes. Meta 3 sobre Erradicación de la violencia contra niños, niñas y adolescentes. 
10  Plan de acción nacional de niñez y adolescencia 2018–2025. Eje Protección. Resultado estratégico N° 14 
“Fin a la violencia en contra de niños, niñas y adolescentes”.   
11  Como por ejemplo generar una categoría de violencia institucional en los registros de denuncias de los 
organismos del Estado o un indicador en el Plan Nacional de Derechos Humanos, entre otros. 
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2.	 Las prácticas de violencia institucional se invisibilizan cuando no 
calzan en los tipos penales que se persiguen judicialmente (tortura 
y apremios ilegítimos). Hay  otras manifestaciones que suelen verse 
como “menos graves” (violencia psicológica, discriminación o negli-
gencias), pero que contienen prácticas  institucionales y efectos que 
deben atenderse.

3.	 Se invisibiliza la identificación de prácticas institucionales violentas si 
éstas son realizadas por otro tipo de funcionarios o funcionarias que 
no cuentan con la potestad del uso de la fuerza (por ejemplo en cen-
tros educacionales o de protección especializada) dejando de lado la 
noción de poder y responsabilidad reforzada que sí están contenidas 
en las funciones públicas de quienes desarrollan cuidado y atención 
directa de niños, niñas y adolescentes. 

4.	 Al no existir una categorización especial, se invisibilizan y no existe un 
catastro ampliado de las formas en que se ejerce este tipo de violencia 
en espacios institucionales. 

5.	 Al no existir una categorización explícita de violencia institucional en 
todos los ámbitos se dificulta reconocer la magnitud y el universo de 
niños, niñas y adolescentes expuestos y afectados a la violencia institu-
cional, elemento fundamental para el diseño de políticas y programas. 

6.	 Respecto del daño, en tanto efectos e impactos de la violencia insti-
tucional en la vida de niños, niñas y adolescentes, no existe atención 
especializada reparatoria para las víctimas, en cualquiera de sus mani-
festaciones, ya que no hay mención en instrumento normativo alguno 
que pueda sustentarlo.

En este sentido y luego de lo señalado, se hace necesario reconocer la natu-
raleza, magnitud, prevalencia y consecuencias de la violencia institucional, 
en todos los ámbitos, identificando las condiciones estructurales que la sus-
tentan (poder, control, castigo, condiciones de vida, adultocentrismo) para 
generar mecanismos preventivos y reparatorios con enfoque de derechos 
humanos para niños, niñas y adolescentes. 
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1. Violencia en contra de niños, niñas y adolescentes mapuche
El estudio de caracterización de la situación de niños, niñas y adolescentes 
mapuche ante la presencia y violencia policial en la Región de La Araucanía12, 
realizado por la Defensoría de la Niñez el 2021, menciona que del total de 65 
acciones judiciales interpuestas por el Instituto Nacional de Derechos Huma-
nos a lo largo de Chile, en contra de agentes estatales entre los años 2015 a 
2020 por delitos graves, tales como apremios ilegítimos, tortura, homicidios 
y lesiones gravísimas, la mayoría se sitúan en las regiones de La Araucanía 
(39) y Biobío (15). 

Se expone, además, que el tipo de violencia que afecta a niños, niñas y adoles-
centes mapuche por parte de la policía en ningún sentido es marginal y limita-
da al uso de la fuerza, ya que se verifican distintas manifestaciones frecuentes:

	• Presencia constante y permanente de efectivos policiales y personal 
civil armado no identificado. 

	• Presencia constante de drones policiales que sobrevuelan las comu-
nidades mapuche.

	• Restricción del derecho a la libre circulación de integrantes de comunida-
des mapuche, incluidos niños, niñas y adolescentes pertenecientes a ellas.

	• Utilización de expresiones racistas por los miembros de las fuerzas 
policiales durante procedimientos.

	• Uso excesivo de la fuerza pública en allanamientos en comunidades ma-
puche, afectando de manera especial a la niñez y adolescencia mapuche.

	• Destrozo y apropiación indebida de bienes personales o familiares de 
niños, niñas y adolescentes en contexto de allanamientos u otros pro-
cedimientos policiales.

	• Uso excesivo de la fuerza pública contra niños, niñas y adolescentes 
mapuche en manifestaciones o marcha convocadas. 

	• Detenciones, retenciones e interrogatorios a niños, niñas y adolescen-
tes mapuche, en muchos casos sin órdenes judiciales y sin presencia 
de abogados defensores. 

12  Defensoría de la Niñez, Informe Anual 2021. Tercera Parte: Derechos Humanos de Niños, Niñas y Ado-
lescentes. Capítulo 4. Niñez y adolescencia mapuche: situación de sus derechos ante la presencia y violencia 
policial en La Araucanía.

Evidencias de la violencia institucional  
en Chile
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	• Uso de armas por agentes policiales en contra de niños, niñas y adoles-
centes mapuche, sin que exista proporcionalidad frente a los medios 
de defensa utilizados.

	• Uso de balines y gases lacrimógenos en la acción policial, especial-
mente en allanamientos de comunidades, procedimientos policiales 
que impactan a escuelas, jardines infantiles y comunidades mapuche.

	• Situaciones de torturas, tratos inhumanos y degradantes en el marco 
de detenciones de niños, niñas y adolescentes mapuche.

	• Detenciones ilegales de niños, niñas y adolescentes mapuche por fuer-
zas policiales13. 

Así también, el Comité de los Derechos del Niño advierte en el examen perió-
dico a Chile, en mayo de 2022, sobre la necesidad de “poner fin a toda for-
ma de violencia ejercida por las fuerzas de seguridad en contra de niños 
indígenas (…) y proteger a los niños mapuche que hayan sido testigos o 
víctimas directas de la violencia, la discriminación y el abuso de poder”14. 

La violencia institucional que viven cotidianamente niños, niñas y adolescen-
tes mapuche cuenta con un carácter sistemático y estructural, que da sustento 
a las prácticas de violencia directa manifestada en distintos ámbitos y deviene 
de factores históricos y políticos. A la fecha, no existen instancias acordes para 
la reparación del daño ante este tipo de manifestaciones, que además con-
templen la pertinencia cultural que se requiere para diseñar e implementar 
cualquier acción. 

13  Defensoría de la Niñez. 2021. Informe Anual 2021. Tercera Parte: Derechos Humanos de Niños, Niñas 
y Adolescentes. Capítulo 4. Niñez y adolescencia mapuche: situación de sus derechos ante la presencia y 
violencia policial en La Araucanía. P. 381.
14  Comité de los Derechos del Niño. 2022. Observaciones finales sobre los informes periódicos sexto y 
séptimo combinados de Chile. P. 37.
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2. Estallido social de 2019  
La Defensoría de la Niñez ha señalado15 que, desde el 18 de octubre de 2019 
a marzo de 2020, el Ministerio Público recibió 2.269 denuncias por hechos 
constitutivos de violaciones de los derechos humanos de niños, niñas y ado-
lescentes. Al respecto, las cifras indican que:

	• El delito mayormente denunciado corresponde al de apremios ilegítimos 
cometido por empleados públicos, que abarca el 74% del total de delitos. 

	• En su gran mayoría, se denuncia la comisión del delito a una o un funcio-
nario perteneciente a Carabineros de Chile. 

	• El 76% de estas causas se encuentran terminadas. De las causas termina-
das, solo un 1% ha tenido una salida judicial. El principal tipo de término 
ha sido el “Archivo Provisional”, con un 56% del total de causas. 

	• El 1,2% del total de causas cuentan actualmente con formalización de car-
gos en contra de algún agente del Estado, a quien se le atribuye la comisión 
del delito. 

En relación con lo anterior, el Estado tiene la responsabilidad de investigar 
con el estándar de debida diligencia16, es decir, con oficiosidad, oportuni-
dad, competencias, independencia, imparcialidad y exhaustividad del siste-
ma, y participación de las víctimas en el proceso.   

Por otra parte, en el informe se reiteran las brechas en reparación según lo 
exigen las obligaciones del Estado ante violaciones de derechos humanos 
por sus agentes. 

No obstante, se reconocen como positiva las iniciativas de la “Mesa de Repa-
ración Integral para víctimas del estallido social” y del “Plan de Acompa-
ñamiento y Cuidado para Sobrevivientes de Trauma Ocular” (Pacto) im-
pulsadas en la actual administración de gobierno, que se encuentra en una 
etapa incipiente y con necesidad de incorporar adecuadamente el enfoque 
de derechos humanos de la niñez y adolescencia. 

15  Defensoría de la Niñez. 2022. Informe de seguimiento: Verdad, justicia y reparación de derechos huma-
nos de niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia estatal durante el estallido social. P. 12. 
16  La debida diligencia, según la Corte Interamericana de Derechos Humanos “...incluye el deber de preven-
ción y garantía asociado a la protección de derechos sustantivos, por ejemplo, los derechos a la vida y a la 
integridad personal. La búsqueda efectiva de la verdad corresponde al Estado, y no depende de la iniciativa 
procesal de la víctima, o de sus familiares o de su aportación de elementos probatorios. El cumplimiento 
de la debida diligencia, que también involucra a las policías y a los demás actores del sistema, tiene una 
relación directa con el acceso a la justicia, como garantía fundamental para las víctimas, lo que demanda 
la oficiosidad en la investigación, la oportunidad, la competencia de quienes investigan, la independencia 
e imparcialidad de investigadores y juzgadores, la exhaustividad y la participación de las víctimas y sus 
familiares”.
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3. Otras instituciones donde se ha ejercido violencia hacia la niñez 
y adolescencia    
El rol de garante del Estado y de responsabilidad institucional deben ser mar-
cos de acción para las prácticas de las y los funcionarios que trabajan con 
niños, niñas y adolescentes. En este plano, preocupa la ocurrencia de prácticas 
violentas en contextos institucionales, tales como establecimientos educa-
tivos o residencias de protección, donde debieran primar condiciones que 
garanticen pleno respeto de los derechos humanos de niños, niñas y ado-
lescentes.  

3.1 Instituciones educativas 
Respecto a las instituciones educativas en las cuales podría ejercerse violencia 
estatal en el contexto de cuidado y enseñanza a niños, niñas y adolescentes, 
se puede señalar que de las 1.586 denuncias recibidas por la Superintendencia 
de Educación durante el año 2021 relacionadas con asuntos de convivencia, 
629 corresponden a “maltrato a párvulos y/o estudiantes”17 por parte de adul-
tos. Esta cifra alcanza un total de 570 en el año 2020, ambos años aún en 
periodo de pandemia. Sin embargo, en periodos anteriores, este registro se 
elevaba de forma considerable. Durante el año 2018 se reportaron un total 
de 7.263 denuncias por “maltrato a estudiantes”, cifra que disminuyó el 2019 
a 5.737 denuncias.

Por su parte, la Junta Nacional de Jardines Infantiles (Junji) informó a la De-
fensoría de la Niñez que, en el año 202118, registró 127 casos de maltrato infan-
til en contexto intrajardín, es decir, por parte de funcionarias y funcionarios 
de la institución. En tanto, Fundación Integra informa que el mismo año del 
total de casos por sospechas de vulneración, 216 corresponderían a la cate-
goría intrajardín19. 

Dado lo anterior, se evidencia que existen situaciones de violencia al interior 
de establecimientos educativos y en todos los niveles de enseñanza. Si bien 
en estos casos se aplican los procedimientos y denuncias a través de los cuales 
se buscan las responsabilidades personales que correspondan, según lo ya 
señalado, también se deben observar las dinámicas y estructuras organiza-
cionales que permiten que este tipo de prácticas se mantengan o incluso se 
normalicen o institucionalicen.

17  Unidad de Estadísticas y Estudios, Departamento de Gestión Institucional, Superintendencia de Edu-
cación. Informe 2021.
18  Departamento de calidad educativa, sección de Bienestar Integral, equipo de buen trato, Junji. Informe 
anual 2021. Recordar que se trata de un período de crisis sanitaria, sin asistencia regular. 2019: 430 casos, 
por ejemplo. 
19  Fundación Integra, Oficio respuesta a Defensoría de la Niñez DIR/N° 054/2022 de fecha 13 de julio de 
2022. Recordar que se trata de un período de crisis sanitaria, sin asistencia regular. 2018: 1031 casos; año 
2019: 993 casos.
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Ante estos hechos, no se exige que existan en los establecimientos instancias 
para la intervención y reparación, por tanto, urge definir no solo la interven-
ción en la institución, sino que también la clarificación de los canales para 
el acceso al acompañamiento reparatorio para las víctimas y sus familias. 

3.2 Instituciones de cuidado
El informe del Comité de los Derechos del Niño en el año 201820 concluye que 
los niños, niñas y adolescentes bajo el cuidado del Estado fueron víctimas 
de graves y sistemáticas violaciones de sus derechos fundamentales durante 
su permanencia en hogares de protección, y las causas responden a factores 
estructurales e históricos y no de circunstancias puntuales.

Según información entregada por el Servicio de Protección Especializada, 
durante el año 2021, en el área proteccional se registró la emisión de 216 cir-
culares N° 521 por posibles vulneraciones de derechos de niños, niñas y ado-
lescentes en las que se encontrarían presuntamente involucrados funciona-
rias y funcionarios de programas de administración directa del Estado o de 
organismos colaboradores. 

Por su parte, según lo informado por el Sename, entre los años 2020 y 2022, 
se iniciaron 82 sumarios administrativos a funcionarias y funcionarios en el 
área de responsabilidad penal juvenil, por denuncias de violencia en contra de 
niños, niñas y adolescentes, entre cuyas materias se señalan maltrato/agresión 
(42), eventual negligencia (17), acoso sexual/hostigamiento (20), conductas de 
connotación sexual (3)22.

Pese a las conclusiones graves y fundamentadas del Comité de los Derechos 
del Niño en el año 2018, siguen existiendo vulneraciones al interior de esta-
blecimientos para niños, niñas y adolescentes bajo el cuidado del Estado. 
Por esto, es necesario dimensionar la magnitud y gravedad de las prácticas de 
violencia institucional, y contar con instancias que le otorguen debida aten-
ción y reparación.  

Finalmente, según lo expuesto, se identifica que existe una mirada acotada 
en la definición, categorización, atención y reparación de la violencia insti-
tucional. Lo anterior ha repercutido en el adecuado diseño, implementación 
y evaluación de políticas y programas que permitan garantizar el derecho 
de niños, niñas y adolescentes a vivir libres de violencia, junto con prevenir y 
garantizar la no repetición de prácticas violentas en espacios institucionales.

20  Comité de los Derechos del Niño. 2018. Informe de la investigación relacionada en Chile en virtud del 
artículo 13 del protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedi-
miento de comunicaciones. Párrafo 131.
21  Circular que remite instrucciones para que funcionarias y funcionarios informen hechos que pudieran 
constituir delitos en contra de niños, niñas y adolescentes que se encuentran bajo el cuidado de organismos 
de administración directa o colaboradores.
22  Respuesta del servicio a oficio remitido por la Defensoría de la Niñez, julio de 2022 .
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Recomendaciones

Poder Ejecutivo

	• Promover, a través del Ministerio de Desarrollo Social 
y Familia, como ente rector del Sistema de Garantías, 
el estudio y propuesta de una definición de catego-
ría de violencia institucional, cuyas conclusiones y 
recomendaciones se incorporen, por ejemplo, en la 
implementación de los planes de acción de la Subse-
cretaría de la Niñez, del Servicio de Protección Espe-
cializada y del programa Chile Crece Contigo.

	• Promover, a través del Ministerio de Desarrollo Social 
y Familia, la incorporación de la categoría de violen-
cia institucional en los registros de denuncias de los 
organismos del Estado y de los programas que desa-
rrollen labores de apoyo y atenciones de reparación 
en relación con niños, niñas y adolescentes. 

	• Crear, a través del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos, un proceso de reconocimiento y un me-
canismo de reparación de las víctimas de violencia 
institucional en sus distintos ámbitos y contextos 
(estallido social, violencia policial en La Araucanía, 
bajo cuidado del Estado, entre otras).

	• Crear y promover, a través del Ministerio de Desa-
rrollo Social y Familia en coordinación con la Subse-
cretaría de la Niñez, programas de formación para 
el fortalecimiento de las instituciones que trabajan 
con niñez y adolescencia para favorecer la prevención 
y detección de hechos y la eliminación de prácticas 
que involucren violencia institucional. El diseño de 
cualquier programa debe involucrar la participación 
incidente de niños, niñas y adolescentes.

	• Incorporar, a través de la Subsecretaría de Derechos 
Humanos y la Subsecretaría de la Niñez, el segui-
miento de la categoría de violencia institucional 
contra niños, niñas y adolescentes. Lo anterior puede 
realizarse en el Segundo Plan de Derechos Humanos 
y en el Plan de Acción Nacional de Niñez y Adolescen-
cia que debe ser actualizado.

Instituciones Autónomas 
del Estado

	• Instruir, por parte de las autoridades del Ministerio 
Público, a fiscales y abogados asistentes, a dar estric-
to cumplimiento a los deberes que impone la debida 
diligencia23 en la investigación penal y protección a las 
víctimas, en aquellos procesos que involucran la vio-
lencia institucional hacia niños, niñas y adolescentes.

23  Concepto que, según se ha establecido en diferentes fallos de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos, significa que la búsqueda efectiva de 
la verdad corresponde al Estado, y no depende de la iniciativa procesal de 
la víctima, o de sus familiares o de su aportación de elementos probatorios.

Urgencia

Urgencia



La Defensoría de la Niñez tiene el mandato legal de publicar anualmente un informe cuyo contenido aborda 
tres grandes partes: la cuenta pública institucional; un capítulo temático y, el estado de situación de los 
derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes que viven en Chile. Este 2022 es el cuarto Informe 
Anual de la institución.

En la primera parte de esta publicación, que corresponde a la Cuenta Pública, se da cuenta de las acciones 
desplegadas por la institución entre el 01 de julio de 2021 y el 30 de junio de 2022. Se relevan los principales 
hitos en el periodo y el reporte las acciones en el marco de la gestión institucional, el trabajo territorial y los 
desafíos de la Defensoría de la Niñez para el próximo periodo. En relación con la gestión de la institución 
durante el último año, se destaca la transición de un modelo macrozonal de la cobertura territorial, a uno 
regional. Esto, debido a que se instalaron dos nuevas sedes regionales, en Valparaíso y Biobío, las que se 
suman a Arica y Parinacota, Coquimbo, O´Higgins, La Araucanía y Aysén. 

En la segunda parte del Informe Anual se presenta un capítulo temático que reflexiona sobre el adultocen-
trismo en Chile y propone la participación efectiva de niños, niñas y adolescentes como elemento central 
que permitiría contrarrestarlo. Analiza cómo la concepción de la niñez y adolescencia, construida por el 
mundo adulto, impacta en su rol como garantes de derechos y limita o impide el ejercicio de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes. Se destaca la ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño en Chile 
y la reciente promulgación de la Ley de Garantías, sin perjuicio de que se constata que los factores sociales y 
culturales han incidido en que el paradigma de la protección integral que trajo la Convención aún no se 
encuentre consolidado en este país.�

Por último, en la tercera parte se presenta un panorama estadístico elaborado por el Observatorio de Dere-
chos de la Defensoría de la Niñez que da cuenta de la situación de los derechos humanos de niños, niñas y 
adolescentes en Chile. Además, se desarrollan 12 notas temáticas que profundizan en el estado actual de 
diversos derechos humanos de la niñez y adolescencia y entrega recomendaciones a las instituciones 
responsables en los respectivos ámbitos.
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